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PROYECTO DE LEY

El Senado y Cámara de Diputados sancionan con fuerza de

LEY
LEY DE MANEJO COSTERO INTEGRADO.

TITULO I.

CAPÍTULO I 

DEL OBJETO

Artículo 1º: La presente ley, tiene por objeto establecer el marco rector para la gestión integral, protección, conservación, mejoramiento, restauración, determinación, y recuperación, en la Zona Costera de la Provincia de Buenos Aires incluyendo los biomas acuáticos contenidos en la misma. 

CAPITULO II 

AMBITO DE APLICACIÓN
Artículo 2º: La Costa de la Provincia de Buenos Aires, comprende las costas provinciales que delimitan con los siguientes cuerpos de aguas: por el norte con la Provincia de Entre Ríos, el Río Laureles y el Río Paraná Guazú, por el nor-noreste el Río de la Plata, por el este al Océano Atlántico y por el sur con la Provincia de Río Negro, al Río Negro.  

A los fines de lograr el ordenamiento costero integrado la misma se encuentra divida en cinco Regiones: Norte Fluvial,  Río de La Plata, Estuarial, Marítima, y Sur. 

1) Región Norte Fluvial: zona continental sin influencia de mareas y límite provincial con la Provincia de Entre Ríos: costa sobre el Río Laureles y el Paraná Guazú. Incluye los Partidos de: San Nicolás, Ramallo, San Pedro, Baradero, Zarate, Campana, Tigre, San Fernando, San Isidro y Vicente López 

2) Región Río de La Plata: zona continental con influencia de mareas y sobre el Río de La Plata interior y medio (Tratado Argentino-Uruguayo del Río de La Plata). Incluye los Partidos de: Avellaneda, Quilmes, Berazategui, Ensenada, Berisso y Magdalena
3) Región Estuarial: zona estuarina que abarca el humedal costero de Bahía Samborombon, con aguas de mezcla entre continentales y marinas. Incluye los Partidos de: Punta Indio, Chascomús, Castelli, Tordillo y General Lavalle 
4) Región Marítima: zona frente al Océano Atlántico, ambiente marino. Incluye los Partidos de: La Costa, Pinamar, Villa Gesell, Mar Chiquita, General Pueyrredón, General Alvarado, Lobería, Necochea, San Cayetano, Tres Arroyos, Coronel Dorrego y Monte Hermoso 

5) Región Sur: zona con influencia del estuario de Bahía Blanca y de la Patagonia. Incluye los Partidos de: Coronel Rosales, Bahía Blanca, Villarino y Carmen de Patagones

Artículo 3º: Definición.-  A los efectos de esta ley se entenderá por Zona Costera, al espacio geográfico de interrelación entre el límite exterior de la jurisdicción provincial en el litoral marítimo o fluvial, y el límite interior identificado por la línea de ribera, debidamente fijada y demarcada, conforme las pautas determinadas en la legislación vigente, comprendiendo una porción de tierra cercana a la costa fijada en las normas.
Artículo 4º: Los municipios Costeros solo podrán ampliar el área urbanizada  conforme lo normado en el Dec-Ley 8912/77 y dando estricto cumplimiento a los criterios, limites y aplicación del Decreto 3202/06.-

CAPÌTULO III
PROGRAMA PROVINCIAL DE MANEJO COSTERO INTEGRADO
Artículo 5º: La elaboración, promoción y coordinación del Programa Provincial de Manejo Costero Integrado, deberá respetar los siguientes Principios y líneas directrices:
a) Promover el desarrollo racional y sustentable de los recursos costeros. 

b) Preservar y proteger la productividad y diversidad biológica de los ecosistemas costeros, evitando  la destrucción de hábitat, contaminación y sobre explotación del suelo.

c) Establecer la planificación estratégica ecológica de desarrollo de la zona costera, a fin de garantizar el uso a la población.-
d) Asegurar  el acceso público y gratuito al mar o curso de agua. En tramos de playa y con acceso de tráfico rodado, se preverán reservas de suelo para aparcamientos de vehículos en cuantía suficiente para garantizar el estacionamiento fuera de la zona de acceso público y gratuito a la zona costera.
e) Intervención en la localización de infraestructura, instalaciones, adquisición, afectación y desafectación de terrenos; eliminación de aguas residuales y vertidos en el mar; en las obras que necesiten para su otorgamiento concesiones o autorizaciones.
f) Garantizar en el régimen de utilización de las playas, la seguridad humana en los lugares de baño y demás condiciones generales sobre uso de aquellas y sus instalaciones.
g) Prevención, reducción y control de la degradación del medio marino por actividades en la Zona costera.-
h) Utilizar la mejor tecnología disponible para la investigación y el desarrollo de obras y actividades, contribuyendo a una utilización responsable y sostenible de los recursos existentes en la zona.
i) Evaluación del riesgo socio-ambiental que obras o actividades pudieren causar a la costa.
j) Proteger los recursos naturales, y en especial el recurso pesquero, tendiendo a lograr la sustentabilidad  a los fines de evitar la pesca destructiva.
k) Implementar un sistema de monitoreo permanente y observaciones costeras tendientes a estimar tasas de erosión o cambios en la zona.

TITULO II.

CAPÍTULO I 

AUTORIDAD DE APLICACION
INTEGRACIÓN. REGLAMENTO
Artículo 6º: Crease en el ámbito del Poder Ejecutivo la Unidad de Coordinación de Manejo Costero Integrado de la Provincia de Buenos Aires (COMACI), a efectos de desarrollar, promover, planificar, financiar y fiscalizar el cumplimiento de los objetivos y directrices del Plan Provincial establecido en la presente ley.- 

Artículo 7º: La COMACI, estará a cargo de un Director Ejecutivo, designado por el Poder Ejecutivo Provincial y se encontrará asistido por un Consejo Consultivo formado por representantes de los organismos de la Provincia con competencia en la aplicación de las leyes de medio ambiente, código de aguas, código de ordenamiento urbano, forestación y otras normas aplicables, para la aprobación de los proyectos urbanísticos o de desarrollos específicos en las zonas costeras.-
Por vía reglamentaria se dispondrá su organización y funcionamiento sobre la base de la descentralización operativa y financiera.
CAPÍTULO II 
COMPETENCIA. FACULTADES 

Artículo 8º: Son funciones de la Unidad de Coordinación de Manejo Costero Integrado de la Provincia de Buenos Aires (COMACI), las siguientes:
a) La protección, conservación, mejoramiento, restauración y  recuperación  de la costa de acuerdo a criterios que permitan el mantenimiento de los biomas.

b) La elaboración, promoción y coordinación de un Programa de Manejo Costero Integrado en un marco interdisciplinario y multisectorial.
c) Relevar y evaluar las normas municipales a ser aplicadas en el sector costero en particular en lo referente al uso del espacio de playa.

d) Planificar y articular con las jurisdicciones municipales el ordenamiento ambiental del territorio costero;

e) Establecer y percibir tasas por servicios prestados; 

f) Gestionar y administrar las asignaciones presupuestarias y los fondos necesarios para llevar a cabo el Programa de Manejo Costero Integrado en un marco interdisciplinario y multisectorial.
g) Atender a los requerimientos y necesidades de los municipios a fin de darles el apoyo técnico necesario con el objeto de que puedan llevar a cabo proyectos de utilización del área costera, en forma coherente con los objetivos de esta norma. 

h) Promover Convenios con Organismos Provinciales, Nacionales e Internacionales con competencia directa o indirecta con el manejo integrado de la zona costera. 

i) Realizará el control de las actividades y obras que se realicen en la costa, brindando asistencia a los organismos provinciales o Municipales con competencia directa para otorgar los permisos de uso y aprovechamiento de la costa. De los usos deberá llevar un registro con carácter público.

j) El organismo sectorial competente provincial o municipal que otorgue permisos y habilitaciones para la realización de obras y actividades en la costa, tendrá la obligación  de informar a  la Autoridad de Aplicación de la presente sobre las denuncias que reciban por degradación de la costa, como así también de los resultados de las inspecciones que se realicen en las mismas. El COMACI deberá llevar un registro con dichos datos. 

k) Ejercer el poder de policía en el ámbito geográfico de aplicación de esta norma en virtud de las facultades que por convenios refrendado por los decretos nº 4852/76; 4916/76, 1980/77, 2847/77, 750/78 y 8282/97, los Municipios costeros concedieron a la Provincia competencia de revisión sobre las obras y acciones que pudiesen realizarse en la costa marítima y fluvial.-
CAPITULO III. 

MEDIDAS PREVENTIVAS. 
Artículo 9º: La autoridad de aplicación, podrá disponer medidas preventivas cuando tome conocimiento en forma directa, indirecta, o por denuncia, de una situación de peligro para el ambiente costero.

A tal efecto, el Director Ejecutivo tendrá facultades para:

a) Tomar intervención en procedimientos de habilitación, auditoria ambiental, evaluación de impacto ambiental y sancionatorios;

b) Fiscalizar instalaciones;

d) Exigir la realización, actualización o profundización de evaluaciones de impacto ambiental y auditoria ambiental conforme la normativa aplicable;

e) Imponer la realización de estudios y regímenes de monitoreo específicos;

f) Instar al ejercicio de competencias sancionatorias en el ámbito de la Administración;

g) Ordenar la cesación de actividades o acciones dañosas para el ambiente;

h) Aplicar sanciones de apercibimiento,  multa,  clausura preventiva, parcial o total, de establecimientos o instalaciones de cualquier tipo, conforme las normas de procedimientos que se determinen en la reglamentación para sustanciar las causas.-
TITULO III
CAPITULO I. 

REGIMEN DE SANCIONES.

Artículo 10: A los efectos de la aplicación de sanciones las infracciones  serán calificadas como: muy leves, leves, medias, graves y muy GRAVES.


a) Se considerarán muy leves a las meras infracciones formales o aquellas conductas que constituyan una molestia, siempre que no configure una infracción leve.
 


b) Se considerarán leves aquellas conductas que constituyan una alteración al medio ambiente que pueda afectar la costa, siempre que no configure una infracción media.
 


c) Se considerarán medias aquellas conductas que constituyan un riesgosa la zona costera, siempre que no configure una infracción grave.
 


d) Se considerarán graves aquellas conductas que ocasionen un daño a la zona costera, siempre que no configure una sanción muy grave.
 


e) Se considerarán muy graves aquellas conductas que ocasionen un daño grave a la zona costera, con imposibilidad de revertir la situación creada si se continúa desarrollando la obra o actividad.

 

Artículo 11º: Las sanciones con que serán reprimidas las infracciones a esta ley serán las siguientes:

a) apercibimiento, que será aplicada una sola vez al infractor y nunca conjuntamente con otra sanción. Cuando el infractor no hubiere en el tiempo establecido por la Autoridad de Aplicación subsanado el motivo por el cual se aplicó el apercibimiento, será procedente la multa.

 

b) MULTA, cuyo monto se establecerá entre cinco (5) y mil (1000) sueldos de la categoría inicial de los empleados de la Administración Pública Provincial, atendiéndose especialmente para su determinación la calificación de la infracción.

 

c) CLAUSURA TEMPORAL O DEFINITIVA; PARCIAL O TOTAL, las que podrán aplicarse en forma conjunta con la multa. 

 

d) REVOCACIÓN DEL CERTIFICADO DE APTITUD AMBIENTAL: que se impondrá conjuntamente con la clausura definitiva, y podrá imponerse combinada con la sanción de multa.

 

Artículo 12º: Será considerado reincidente aquel infractor que cometiere otra infracción punible, dentro del plazo de un año desde que la sanción anterior quedo firme, independientemente de su cumplimiento efectivo, total o parcial.

 

Artículo 13º: El monto o plazo de las sanciones podrá duplicarse, triplicarse y así sucesivamente, conforme se compruebe la calificación de reincidente del infractor. 

 

Artículo 14º: La aplicación de Clausura Preventiva deberá ser realizada por el personal de fiscalización competente que acredite tal condición, y procederá ante la comprobación técnica fehaciente de la existencia de grave peligro de daño inminente a la zona costera o sus componentes, y la situación no admita demoras en la adopción de medidas preventivas. Dicha medida podrá ser total o parcial.

 

Artículo 15º: Las disposiciones de la Ley de Procedimiento Administrativo serán de aplicación para la instrucción del procedimiento juzgamiento de las faltas, siempre que no sean expresa o tácitamente excluidas por esta Ley. 
CAPITULO II. 

OBRAS Y PROYECTOS. IMPACTO AMBIENTAL
GARANTIAS.  RESERVAS

Artículo 16º: Todas las actividades, obras o emprendimientos nuevos que se desarrollen en la costa deberán presentar el correspondiente proyecto básico, en el que se fijarán las características de las instalaciones y obras, la extensión de la zona costera a ocupar o utilizar y las demás especificaciones que se determinen reglamentariamente. 

Cuando las actividades proyectadas pudieran producir una alteración importante en la zona costera se requerirá previa evaluación de impacto ambiental sobre sus efectos en el mismo, en la forma que se determine reglamentariamente.

Artículo 17º: Los proyectos de obras y actividades, que se presenten deberán incluir en el estudio de impacto ambiental la adaptación de las mismas al entorno en que se emplazarán o realizarán, la influencia de la misma sobre la costa y los posibles efectos de regresión de ésta en los siguientes casos:


a) Cuando el proyecto contenga la previsión de actuaciones en el mar, curso de agua o zona costera, deberá comprender un estudio básico de la dinámica litoral, referido a la unidad fisiográfica costera correspondiente y de los efectos de las acciones previstas. En el caso que se prevean vuelcos se deberán incluir estudios hidrogeológicos.


b) Cuando el proyecto considere el uso de aguas subterráneas en la zona costera deberá ponderar, además del estudio de factibilidad hídrica, los posibles impactos en el acuífero para la región o comunidades costeras. 


c) Cuando el proyecto se establezca sobre medanos litorales deberá ponderar la alteración de los servicios ambientales de este ecosistema.

Artículo 18º: En los supuestos de que la Unidad de Coordinación de Manejo Costero Integrado de la Provincia de Buenos Aires (COMACI) , tome conocimiento de usos que puedan producir daños o perjuicios sobre la zona costera, podrá pedir estudios complementarios, y en su caso requerir la constitución de garantías económicas y su monto para prevenir posibles efectos nocivos y la restauración de los recursos afectados. 

                     En ningún caso el otorgamiento de autorizaciones de uso podrá desnaturalizar el principio de uso público de las playas, salvo aquellas excepciones normadas en legislaciones especificas.
Artículo 19º: La Coordinación de Manejo Costero Integrado de la Provincia de Buenos Aires, en virtud de los estudios realizados podrá sugerir la constitución legal de reservas marinas o de áreas costeras que considere necesario para su preservación, debiendo especificarse cuales serán los usos permitidos en las mismas.

Artículo 20º: Todas las actividades industriales, mineras, comerciales  o de servicios que produzcan vertidos en la zona, como así también que pudieren producir riesgos de derrames de sustancias que puedan ocasionar contaminación o peligro de contaminación, deberán poseer planes para prevenir y combatir derrames. Dichos planes deberán formar parte de los estudios de impacto ambiental que presenten los titulares de dichas actividades, ser asentados en el Registro de usos y permisos que llevará la Coordinación de Manejo Costero Integrado de la Provincia de Buenos Aires (COMACI).

Artículo 21º: Se encuentra prohibido el arrojo de o vertido de residuos de cualquier tipo, escombros al mar, río o sus riberas, excepto cuando estos sean utilizables como rellenos y estén debidamente autorizados.

TITULO IV
DISPOSICIONES PARTICULARES.

Artículo 22º: La autoridad de aplicación, a los fines de cumplir con sus funciones llevará un registro de carácter público, dividido en tres materias:

a) Usos y permisos, donde se asentarán las obras y actividades que se desarrollen en la zona, sean públicas o privadas, con los plazos por los cuales las mismas fueron otorgados.

b)  Denuncias que reciban por degradación de la costa, como así también de las sanciones impuestas y los resultados de las inspecciones que se realicen en las mismas.

c) Un registro donde se asentarán los resultados de los estudios realizados en la zona, y las sugerencias de acciones a desarrollarse para el logro del desarrollo sustentable y manejo integrado de la zona.

Artículo 23º: La presente ley deberá será reglamentada en un plazo de 180 días contados desde su publicación en Boletín oficial. 

Artículo 24º: De forma.
                                 F U N D A M E N T O S

 
El presente proyecto de ley tiene como finalidad establecer el marco rector para la gestión integral, protección, conservación, mejoramiento, restauración, determinación, y recuperación, en la Zona Costera de la Provincia de Buenos Aires.

En ese sentido, la regulación de la costa reviste vital importancia ya que un ordenamiento territorial planificado, sobre la base de un enfoque ecosistémico, permite rescatar los procesos que mantiene su sustentabilidad y evitan daños irreversibles sobre este frágil y productivo ambiente. 

La importancia de su regulación la vemos claramente debido a que sobre las costas, se establecieron las civilizaciones más antiguas. Así, mencionamos que  ya en el Derecho Romano se encontraba regulada la costa, clasificándose a las riberas del mar (el espacio bañado por las mareas), como cosas comunes, pertenecientes a todos, de uso común, de tal modo que no eran susceptibles de apropiación. De todos modos las leyes Romanas permitían la edificación en las mismas con la condición de que  no impidieran el uso público.

Resulta interesante mencionar que en Estados Unidos  desde 1972 existe una Ley de acondicionamiento de las zonas costeras, que contempla la gestión integrada  de la costa (zona marítima o fluvial y terrestre). Esta norma posee como objetivos: proteger los recursos naturales, gestionar el desarrollo costero, dar prioridades de uso, establecer el acceso público a la orilla,  asistencia para restauración de la zona, coordinación y simplificación de procedimientos y competencias de autoridades, participación pública y de las autoridades locales en la toma de decisiones para realizar obras o emprendimientos en la costa, estudio y desarrollo de planes de protección de las tierras, etc.. También cabe mencionar por la importancia que han tenido y los frutos que ha dado su implementación, la legislación de Nueva Zelanda, donde existe una gran coordinación entre autoridades. 

Por su parte también merece ser mencionada las legislaciones de Corea del Sur,  Sri Lanka y Brasil. Los dos primeros estados antes mencionados, superaron en gran medida sus problemas costeros, gracias a implementar la gestión integrada de la costa y la coordinación interorgánica. En el caso de Brasil a través de dos órganos colegiados, uno el Grupo Integrado de Gerenciamiento Costero (GI- GERCO) y la Comisión Interministerial para los Recursos del Mar (CIRM) han logrado compatibilizar interorgánicamente políticas ambientales y patrimoniales del Gobierno Federal. 

Así, se remarca que resulta de suma importancia la planificación integrada y la coordinación interorgánica a los fines de regular el espacio costero debido a que los problemas que llevan a su degradación continua, son la instalación de grandes centros urbanos  en la misma, el turismo sin control en los meses estivales en los que se desarrollan actividades que no cumplen con normas básicas para evitar su degradación; la presencia de grandes núcleos industriales en la costa, por la cercanía a los puertos, como así también por el  fácil acceso al agua; y  la tardía consideración de factores ambientales en la ordenación y regulación de la costa. Por ello resulta necesario la utilización de herramientas de consenso tales como la participación inter -estadual y ciudadana, la integración intersectorial, escalia y el aporte científico a través de espacios de consultas. 

En el sentido de lo antes expresado es que se sostiene que resulta necesario fortalecer la autoridad interorgánica de costas con herramientas de consenso y participación ciudadana y científica, todo ello en consonancia con los establecido en la Ley de Política Ambiental Nacional de Presupuestos Mínimos Nacional nº  25.675,  sobre participación y consenso.  


Sobre la gestión integrada, citamos al  Dr.  Enrique J. Schnack que sostiene que la gestión integrada de la zona costera se define como un proceso dinámico, continuo e iterativo en el cual se toman decisiones para el uso sustentable, el desarrollo y la conservación de la costa y de sus recursos (Fuente: Comisión Europea: Estrategia Europea para la Gestión Integrada de la Zona Costera  Principios Generales y Opciones Políticas, Luxemburgo 1999).

 Así el Dr. Schnack, continúa sosteniendo que la gestión integrada de la zona costera (GIZC) consiste en un control sistemático de todos los procesos y desarrollos de la zona costera, incluyendo sus límites marinos. La zona costera marca el límite ente el mar y las áreas adyacentes emergidas. Según el caso, su extensión se define como el Área en la cual los procesos (económicos, ecológicos y socio-culturales) terrestres y marinos son mutuamente o unidireccionalmente influyentes. En un sentido geográfico, la GIZC abarca las cuencas que tributan al mar, el litoral y las planicies costeras (playas, cordones medanosos, humedales), estuarios, deltas y las aguas costeras. La GIZC está intimamente ligada al concepto de sustentabilidad. En esta línea, el manejo sustentable de la costa significa que las actividades humanas deben ser no-destructivas y que los recursos que explotamos deberán ser renovables, de modo que no comprometan a las futuras generaciones. En un sentido general, la aplicación del concepto de sustentabilidad ha resultado en un enfoque integrador con una visión a largo plazo. Por todo ello, recalca como objetivo de la GIZC, desarrollar un Plan de Gestión Integrada de la Zona Costera Bonaerense con el fin de proveer herramientas para una adecuada planificación, control y desarrollo de la zona costera en sus aspectos biofísicos, económicos y socio-culturales mediante en consenso entre los organismos gubernamentales y el resto de la sociedad civil.

 En la  local, y específicamente en la Provincia de Buenos Aires, la línea de ribera y la costa se regula en distintas normas especiales. 

La Constitución Nacional, define el dominio y jurisdicción sobre los recursos naturales, y entre ellos el agua. Así, el artículo 124 in fine, establece que corresponde a las provincias el dominio originario de los recursos naturales existentes en su territorio. Complementariamente, el moderno artículo 41, en su párrafo tercero, afirma que la nación dictará las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección sin que alteren las jurisdicciones locales y las provincias, las necesarias para complementarlas.          

        Por su parte, cabe mencionar que de lo establecido en los artículos 124 y 41 de la Constitución, se desprende que los Constituyentes en ningún momento establecieron a favor de la nación competencia en materia de ambiente y recursos naturales, sino que sólo instaron a que el Congreso de la Nación sancione una norma determinando mínimos de cuidado general de los recursos. 

Específicamente en materia de aguas la Constitución posee varios artículos, donde realiza claramente el deslinde de competencia. En este sentido los Constituyentes delegaron a la Nación la regulación de todo lo concerniente a la navegación interior y exterior en los artículos 26, 75 inciso 10 y 126
, reservándose el resto de las competencias. Así citamos el artículo 125 que es sumamente explícito cuando establece que las provincias pueden, entre otras cosas, promover la explotación de sus ríos, por leyes protectoras y con sus propios recursos.

La costa, es regulada en nuestro derecho Argentino a nivel local  debido que la Constitución Nacional, (art. 124) establece que  los recursos naturales son de dominio originario de las jurisdicciones locales, habilitando a las jurisdicciones locales a que  regulen sobre los mismos. Así,  la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el caso “Roca Magdalena C/Provincia de Buenos Aires s/Inconstitucionalidad”
,  determinó que la competencia y  jurisdicción sobre la zona costera y los recursos que allí se encuentran es  Local (de las Provincias y Ciudad Autónoma  de Buenos Aires). 

El Código Civil, al enumerar los bienes  dominio publico del Estado en el artículo 2340 del Código Civil menciona a las playas y riberas en su inciso 4º: “....Las playas del mar y las riberas internas de los ríos, entendiéndose por tales la extensión de tierra que las aguas bañan o desocupan durante las altas mareas normales o las crecidas medias ordinarias...”. Además el mismo Código Civil, establece que los predios que lindan con los ríos o canales que sirvan de comunicación por agua,  según el art.2639, están obligados a dejar una calle o camino de sirga de 35 metros hasta la orilla del río. Esta disposición aún continúa vigente,  aunque fue redactada en razón de necesidades de las embarcaciones de ese entonces, y a pesar de que estas necesidades en este momento no existen, la disposición no fue derogada y hoy resulta útil por diferentes motivos.

Por su parte y reafirmando todo lo antes dicho mencionamos al Código Civil, que por mandato constitucional (artículo 75 inciso 12) fue sancionado por el Congreso de la Nación
. Dicho cuerpo legal menciona los bienes que son de  dominio público y privado del Estado  Nacional, Provincial o  Municipal
 según el lugar donde se encuentren los mismos, incluyendo en dicha enumeración al recurso agua,  las  playas del mar y las riberas internas de los ríos.

 Así, el Código Civil no define que entiende por dominio público y privado del Estado, pero rápidamente podemos decir según se desprende del resto de los artículos del Código, que son sus características las que diferencian el dominio público del dominio privado del Estado. Las características antes mencionadas son que el dominio público se rige por normas de derecho público, siendo los bienes  imprescriptibles, inalienables
 e inembargables
, mientras que el dominio privado del Estado se rige por las normas de derecho privado con algunas pequeñas excepciones.


Respecto de la delimitación de la costa en Tratados Internacionales de aplicación en la costa bonaerense, mencionamos los suscriptos con Uruguay con quien compartimos la gestión del Río de La Plata y su Frente Marítimo, que baña gran parte de la Costa de la provincia de Buenos Aires.


El Tratado del Río de la Plata y su Frente Marítimo, ratificado por ley Nacional nº   20645, específicamente no incluye la costa en sus disposiciones, pero como referencia para delimitar la zona marítima de la terrestre, se utilizan la línea de bajas mareas. La Organización Hidrográfica Internacional define a la línea de bajamar como “la línea a lo largo de la costa o playa, hasta donde llega el mar en la bajamar” y agrega que es “práctica normal mostrar la línea de bajamar como característica identificable en las cartas náuticas”. La línea de base normal, establece la Organización:

“comprende los elementos mencionados en la Convención del Derecho del Mar, artículos 5, 6, 11 y 13, refiriéndose a la línea de bajamar a lo largo de la costa continental y alrededor de islas, incluyendo los límites exteriores de puertos permanentes, la línea de bajamar alrededor de ciertas elevaciones que emergen en bajamar, y la línea de bajamar para el lado de mar de atolones de arrecifes y de franjas de arrecifes alrededor de islas”.(
)


El confín  entre el Río de la Plata y su Frente Marítimo es una línea recta imaginaria, demarcada a través de la desembocadura del río, que une Punta del Este con Punta Rasa del Cabo San Antonio (
). Esta línea establecida por los dos países ribereños en su Declaración Conjunta sobre el Límite exterior del Río de la Plata, suscrita en 1961 y reiterada en el Tratado del Río de la Plata y su Frente Marítimo, en 1973, es, por una parte, un límite y, por la otra, una línea de base recta (
).  El límite superior del Río es el paralelo de Punta Gorda (
).

El Tratado establece en el Río de La Plata “una franja de jurisdicción exclusiva” donde cada una de las Partes ejercen soberanía, de acuerdo a lo pactado en el Tratado. Esa franja es definida como un espacio adyacente a las costas de cada Parte en el mismo (
).La expresión adyacente indicaría que la franja se halla situada en las inmediaciones de la costa, pero que no formaría parte de ella. En el Frente Marítimo se aplica el marco jurídico general del Derecho del Mar.  Así, el Tratado del Río de la Plata y su Frente Marítimo utiliza como referencia las “correspondientes líneas de base costeras” al delimitar la zona común de pesca (
). En cambio, al delimitar la franja de jurisdicción exclusiva en el Río de la Plata, el Tratado utiliza como referencia a la “costa”. Desde el punto de vista técnico la costa es un elemento mucho menos preciso para servir como referencia para el trazado del límite exterior de la franja.


Para el Río de la Plata y el del Frente Marítimo, las Partes utilizaron como instrumento para la delimitación de las diferentes zonas de jurisdicción en el Tratado cartas elaboradas por los servicios hidrográficos de ambos países (
). Como resultado, la “franja de jurisdicción exclusiva” delimitada en el Tratado es la banda de agua adyacente a la costa de cada una de las Partes en el Río de la Plata, cuyo límite interior es la línea de la costa delimitada en las cartas correspondientes, y cuyo límite exterior es una línea paralela a aquella situada a la distancia correspondiente al sector del Río de que se trate, de acuerdo a lo estipulado en el Tratado (
).


El Tratado del Río de la Plata y su Frente Marítimo fija la definición  del término contaminación como “la introducción directa o indirecta, por el hombre, en el medio acuático, de sustancias o energía de las que resulten efectos nocivos” (
). Esa introducción puede ser el resultado de una variedad de actividades. 


Pero lo que interesa en este caso que nos ocupa, la regulación de la costa, se menciona que el Tratado del Río de la Plata establece una obligación general de proteger el medio acuático (artículo 48):

“Cada Parte se obliga a proteger y preservar el medio acuático y, en particular, a prevenir  su contaminación, dictando las normas y adoptando las medidas apropiadas de conformidad a los convenios internacionales aplicables y con adecuación, en lo pertinente, a las pautas y recomendaciones de los organismos técnicos internacionales.”


El Tratado del Río de la Plata, al igual que el Convenio de Cooperación entre la República Argentina y la República Oriental del Uruguay para Prevenir y Luchar contra Incidentes de Contaminación del Medio Acuático Producidos por Hidrocarburos y otras Sustancias, ratificado por Ley Nacional nº 23.829 en el año 1990
, definen el mismo bien jurídico tutelado, las actividades dañosas para el mismo, el espacio de aplicación de la obligación de tutelar y las obligaciones de las Partes:

a.- el bien jurídico tutelado. El artículo 48 del Tratado del Río de La Plata estipula que las Partes asumen la obligación de proteger y preservar el medio acuático. Esta redacción permite concluir que el marco jurídico previsto en el mismo no solamente tiene como finalidad tutelar el bien agua, sino un conjunto más complejo de elementos e interacciones englobados en el concepto de medio (
), y por su parte el Convenio de Cooperación entre la República Argentina y la República Oriental del Uruguay para Prevenir y Luchar contra Incidentes de Contaminación del Medio Acuático Producidos por Hidrocarburos y otras Sustancias, que complementa el Tratado del Río de la Plata en algunos aspectos, define medio acuático en su Anexo B, artículo 1º de la siguiente forma: las aguas fluviales y marítimas definidas en el artículo 1º incluyendo las playas y costas respectivas . Por ello y volviendo al Tratado del Río de la Plata, se señala que la expresión medio acuático también es  utilizada en los artículos 47 (definición de contaminación (
)), 80 (cometidos de la CTMFM) y  82.b. (cometido de la CTMFM de realizar conjuntamente estudios e investigaciones de carácter científico). Al mismo tiempo, el Tratado se refiere específicamente al agua en sus artículos 49 (“contaminación de las aguas”), 50 (obligación de informarse recíprocamente), 66.a. (las aguas del Río) y utiliza la expresión “aguas de uso común” en varios de sus artículos  (
). 

El Tratado establece tres obligaciones principales en esta materia:

a).- proteger y preservar el medio acuático y prevenir la contaminación. Proteger significa “amparar, favorecer, defender”; preservar significa “proteger, resguardar anticipadamente a un persona, animal o cosa, de algún daño o peligro” (
). Con tal propósito, las Partes dictarán las normas y adoptarán las medidas apropiadas (
). Las mismas estarán conformes con “los convenios internacionales aplicables y con adecuación, en lo pertinente, a las pautas y recomendaciones de los organismos internacionales” (
);

b).- no disminuir en sus respectivos ordenamientos jurídicos las exigencias técnicas en vigor para prevenir la contaminación de las aguas ni la severidad de las sanciones establecidas para los casos de infracción (
).

c).- informarse recíprocamente sobre toda norma que prevean dictar con relación a la contaminación de las aguas (
).


El Tratado también define principios básicos en cuanto a responsabilidad por los daños causados por contaminación.  Cada Parte será responsable frente a la otra por los daños inferidos como consecuencia de la contaminación causada por sus propias actividades o por las de personas físicas o jurídicas domiciliadas en su territorio (
). En casos de infracciones en materia de contaminación, el ejercicio de jurisdicción de una de las Partes será sin perjuicio de los derechos de la otra, de la otra Parte a resarcirse de los daños que haya sufrido, a su vez, como consecuencia de la misma infracción (
).


Esa redacción refleja la preocupación de las Partes por la contaminación en el medio acuático, en su sentido amplio como lo define el Convenio de Cooperación entre la República Argentina y la República Oriental del Uruguay para Prevenir y Luchar contra Incidentes de Contaminación del Medio Acuático Producidos por Hidrocarburos y otras Sustancias, siendo por ello imprescindible regular la costa  a los fines de cumplir con lo requerido en el Tratado del Río de la Plata y Convenio antes citado para proteger el medio acuático.  


En el sentido de lo antes expresado la Provincia de Buenos Aires al regular la gestión o manejo integrado de su costa también se encuentra cumpliendo con obligaciones contraídas por la Nación Argentina en el Tratado del Río de la Plata, y el Convenio de Cooperación entre la República Argentina y la República Oriental del Uruguay para Prevenir y Luchar contra Incidentes de Contaminación del Medio Acuático Producidos por Hidrocarburos y otras Sustancias.

En el año 1994 la Constitución de la Provincia de Buenos Aires fue reformada en consonancia con la Constitución Nacional. Así,  su artículo 28 establece el derecho y el deber de los habitantes de conservar el ambiente sano en su provecho y el de las generaciones futuras, estando obligados a no degradar el ambiente y tomar todas las medidas necesarias para evitar el daño ambiental y cultural. 

En el mismo artículo que mencionamos en el párrafo anterior, la Provincia reafirma su dominio sobre los recursos naturales de su territorio incluyendo el subsuelo y el espacio aéreo correspondiente, el mar territorial, su lecho, la plataforma continental y los recursos naturales de la zona económica exclusiva, a los fines de asegurar una gestión económica adecuada, es por ello que anteriormente se citaron el Tratado del Río de la Plata, y el Convenio de Cooperación entre la República Argentina y la República Oriental del Uruguay para Prevenir y Luchar contra Incidentes de Contaminación del Medio Acuático Producidos por Hidrocarburos y otras Sustancias. A paso seguido, se establecen las obligaciones del Estado en cuanto a: preservar, recuperar y conservar los recursos; planificar su aprovechamiento racional; controlar el impacto ambiental; promover acciones que eviten la contaminación; garantizar el derecho a la información y a participar en defensa del ambiente; asegurar políticas de conservación y recuperación de los recursos  manteniendo su integridad física y  capacidad productiva; resguardar áreas de importancia ecológica, la flora y la fauna

Respecto de la regulación de la costa, en la Provincia de Buenos Aires, no existe ninguna norma específica sobre costas, no obstante la Ley de Ordenamiento Territorial (ley 8912/77  y modificaciones) establece una franja de terreno  que será de uso público a la vera del Océano Atlántico,  los ríos, arroyos y lagunas. La Ley 6253 fija la zona de conservación de desagües naturales.  

Complementando la demarcación de terreno costero para uso público y la prohibición de realizar construcciones en dicha zona,  que realizan tanto la Ley de Ordenamiento Territorial a los fines de que los Municipios en base a las mismas dicten sus Ordenanzas de uso de suelo, planificación u ordenamiento territorial, como la Ley de Conservación de Desagües Naturales; el  Código de Aguas de la Provincia de Buenos Aires, Ley 12. 257
,  define junto con la Resolución 49/2003 de la Autoridad del Agua (ADA)
 cómo se demarcará la línea de ribera
.  En el Código de Aguas provincial antes citado, se establece que la Autoridad de Aplicación del mismo que crea con el nombre de Autoridad del Agua (ADA),  fijará y demarcará la línea de  ribera.

En el mismo sentido de las normas que venimos reseñando cabe mencionar que el  Código de Aguas que hemos comentando, Ley 12.257, en su Título IX, regulan diversas restricciones al dominio. En su artículo 142, prohíbe el loteo y edificación de una franja de ciento cincuenta metros (150) aledaña al Océano Atlántico, y la edificación sobre médanos y cadenas de médanos que lleguen hasta el mar aún a mayor distancia. A paso seguido, en el artículo 143 del mismo código antes citado,  con el título de Conservación de Desagües Naturales
, se prohíbe modificar el uso actual de la tierra con excepción de obras y accesorios necesarios para su actual destino y explotación en una franja de cincuenta (50) metros, aledaña a ríos, canales y lagunas de uso público. Como se desprende de su redacción, en ninguno de los dos casos, se ha fijado desde dónde se cuenta esta franja de terreno, por lo cual esta restricción aún está por definirse por vía reglamentaria.

Así, y abundando en el tema decimos que la costa, o mejor dicho la zona de uso público, se encuentra delimitada por la  Ley 8912 que determina el ordenamiento territorial de la Provincia de Buenos Aires, conteste con lo definido por la Ley Conservación de Desagües Naturales, de la siguiente forma: 

1. Costa del Océano Atlántico: Al crearse o ampliarse núcleos urbanos que limiten con el océano Atlántico deberá delimitarse una franja de  100  metros de ancho, medida desde la línea de  pié del médano o acantilado, lindera y paralela a las mismas, destinados a usos complementarios al de la playa, que se cederá gratuitamente al fisco de la Provincia, fijada, arbolada, parquizada y con espacio para estacionamiento de vehículos mediante trabajos a cargo del propietario cedente si la creación o ampliación es propiciada por el mismo. Asimismo y sin perjuicio de lo anterior, dentro de las áreas verdes y libres públicas que corresponda ceder, según lo estipulado en el artículo 56, no menos del setenta (70) por ciento de ellas se localizarán en sectores adyacentes a la franja mencionada en el párrafo anterior, con un frente mínimo paralelo a la costa de cincuenta (50) metros y una profundidad mínima de trescientos (300) metros, debidamente fijada y forestada. La separación máxima entre estas áreas será de tres mil (3.000) metros.
2. Cursos o espejos de agua permanentes: Al crearse o ampliarse núcleos urbanos que limiten con cursos o cuerpos de agua permanentes  deberá delimitarse una franja de 50  metros de ancho a contar desde la línea de máxima creciente en el caso de cursos de agua y de 100 metros medidos desde el borde en el caso de espejos de agua. El borde y la línea máxima creciente deberá ser delimitada por la Dirección Provincial de Hidráulica (actualmente la Autoridad del Agua). Cuando el espejo de agua se encuentre totalmente dentro de un predio se excluirá  el título de la propiedad el mismo, por ser de dominio estatal.

Si bien la demarcación territorial  la realiza la Provincia, la gestión integrada de la costa es de competencia compartida Provincial (ley 8912, art. 58 y 59) y Municipal,  debiendo tener en cuenta lo dispuesto en la ley 11.723 Integral de Medio Ambiente, en cuanto a la realización de  Evaluaciones de Impacto Ambiental en el caso de la instalación o emplazamiento de centros turísticos, deportivos, campamentos, balnearios
. La Ley Orgánica de Municipios de la Provincia de Buenos Aires  por su parte, establece en su artículo 226,  que son recursos municipales los obtenidos por las concesiones y permisos otorgados para el uso de las playas y riberas.  A pesar de lo antes dicho cabe aclarar, que si bien el uso de la playa  a los fines de la instalación de balnearios lo realizan los Municipios, el permiso para la extracción de arena tanto de las playas marítimas como de los terrenos colindantes con ellas,  lo hace la Provincia a través de la Autoridad Minera debiendo tener en cuenta  los lapsos de reposición del árido para poder otorgar los permisos, según Ley Provincial número 8758
 y el procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental específico para actividades mineras definido en el Decreto 968/97. Por ello resulta necesario articular un procedimiento de evaluación de impacto ambiental a ser llevado a cabo por el órgano de aplicación.

La Obligación de realización de Evaluaciones de Impacto Ambiental con suficiente participación ciudadana en actividades que puedan degradar al ambiente o alguno de sus componentes, o afectar la calidad de vida de la población en forma significativa, no sólo lo establece la legislación provincial, sino que por mandato de la Constitución Nacional contenido en su artículo 41, lo establece la ley Nacional de Presupuestos Mínimos 25.675
.  Esta norma establece en sus artículos 11, 12 ,13 y 21  los puntos básicos que deben cumplirse en un Procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental  debiendo asegurarse en todos los casos  la participación ciudadana y el consenso inter orgánico e intervención municipal.  la participación ciudadana.Proyecto de Proteccierio formtales lprocedimientos de adjudicaci
































Al no existir en la Provincia norma alguna que regula la gestión integral de la costa en forma completa es que resulta necesario regularla haciendo uso de los modernos instituto que permitirá su gestión integrada, como así también la coordinación ínter orgánica e inter Municipal.

LA NECESIDAD DE REGULAR LA ZONA COSTERA.  

En el mismo sentido de lo que se sostiene, resulta necesario que este nuevo cuerpo legal regule los principios y objetivos derivados de las leyes de presupuestos mínimos y el plexo normativo provincial vigente, a los fines de: promover el desarrollo racional y sustentable de los recursos costeros; preservar y proteger la productividad y diversidad biológica de los ecosistemas costeros, evitando  la destrucción de hábitats, contaminación y sobre explotación del suelo; elaborar una estrategia de desarrollo de la zona costera como un sistema ambiental integrado, debiendo tomar en consideración las interrelaciones entre los ecosistemas de las cuencas de drenaje, las lagunas costeras, sistemas de ríos y estuarios, y el océano  adyacente, utilizar la mejor tecnología disponible para la investigación y el desarrollo de obras y actividades, contribuyendo a una utilización responsable y sostenible de los recursos existentes en la zona; las obras que se permitan realizar en la zona deberán cumplir con un procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental, con intervención de la Autoridad de aplicación de la presente; asegurar  el acceso público y gratuito al mar o curso de agua.

 En tramos de playa y con acceso de tráfico rodado, se deberán prever reservas de suelo para aparcamientos de vehículos en cuantía suficiente para garantizar el estacionamiento fuera de la zona de acceso público y gratuito a la zona costera; proteger los recursos naturales; poner en marcha un sistema de monitoreo permanente; implementar un sistema de observaciones costeras tendientes a estimar tasas de erosión o cambios en la zona costera.

Algunas normas han intentado coordinar acciones de los distintos órganos de Gobierno, sin que se haya conseguido una acción común y concensuada que permita gestionar en forma integral la costa, a continuación se realiza un resumen sucinto de las mismas:

 Los decretos nº 4852/76; 4916/76, 1980/77, 2847/77, 750/78 y 8282/97 concedieron a la Subsecretaría de Turismo de la provincia competencia de revisión sobre las obras y acciones que pudiesen realizarse en la costa marítima y fluvial, debiendo actualmente ser transferidas en razón de competencia a la nueva autoridad de costas que se crea por esta norma. 

En diciembre del año 2006 se sancionó el Decreto Provincial Nº 3.202/2006 que establece los presupuestos mínimos para la expansión o creación de núcleos urbanos, con aplicación en los municipios sobre el frente costero. En el artículo 7º establece que para la aprobación de ampliaciones de áreas urbanas, el municipio deberá definir una franja de protección de la costa a partir de la línea de pie de médano o borde del acantilado, que en ningún caso podrá tener un ancho menor a los 250m como límite a las ampliaciones de áreas urbanas, y de 300 m en el caso de nuevos núcleos urbanos. El decreto dictamina que los municipios marítimos comprendidos entre Punta Rasa y Punta Alta podrán adherirse al mismo por ordenanza municipal. 
El decreto Nº 2271/03 del 25 de noviembre del 2003, establece en el ámbito de la Jefatura de Gabinete la Comisión Interministerial Proyecto de Protección Ambiental del Río de la Plata y su Frente Marítimo (FREPLATA), la que tendrá por objeto articular y viabilizar la participación  de diferentes áreas del Gobierno de la Provincia de Buenos Aires en el ámbito provinciala los fines de participar en el Proyecto de Protección Ambiental del Río de la Plata y su Frente Marítimo: Prevención y Control de la Contaminación y Restauración de Hábitats", administrado por el Consorcio CARP-COFREMAR, integrado por la Comisión Administradora del Río de La Plata y la Comisión Técnica Mixta del Frente Marítimo.

La Comisión creada por el artículo anterior estará integrada con carácter permanente, por un (1) representante por cada una de las siguientes reparticiones: Ministerio de Gabinete y Gobierno,  Ministerio de Infraestructura, Vivienda y Servicios Públicos, Organismo Provincial para el Desarrollo Sostenible. Esta Comisión presentará la estrategia general del  Plan de Manejo de Costas de la Provincia de Buenos Aires, la cual incluirá la diagramación de un Plan estratégico que contemple desde los aspectos legales, Plan Maestro de Obras, la Zónificación del Litoral Bonaerense y la creación de un Ente Técnico que coordine las actividades en cada una de las regiones consideradas. Para el tratamiento de cada asunto en particular se constituirá ámbitos de coordinación  y articulación específico a los que se incorporará un (1) representante de cada repartición u organismo involucrado en el proyecto según sus competencias.

El decreto nº 1802/2008 crea en el ámbito del Ministerio de Jefatura de Gabinete y Gobierno la Unidad de Coordinación de Manejo Costero Integrado de la Provincia de Buenos Aires, la que tendrá por objeto coordinar, supervisar y ejecutar las acciones que demande la implementación del Plan Integral de Costa, como así también articular y viabilizar la participación de las distintas áreas de Gobierno de la Provincia de Buenos Aires y de los municipios involucrados, en la gestión de la zona costera. Este decreto, con el fin de avanzar en la planificación de una política de estado que aborde en forma integral la problemática de la gestión costera, ha creado la Unidad de Coordinación de Manejo Costero Integrado de la Provincia de Buenos Aires,  en el ámbito del Ministerio de Jefatura de Gabinete y Gobierno, Ministerio de Asuntos Agrarios, Ministerio de la Producción, Ministerio de Infraestructura, el Organismo Provincial de Desarrollo Sostenible. Esta Unidad , tiene como objeto coordinar, supervisar y ejecutar las acciones que demande la implementación de un Plan Integral de Costas, como así también articular y viabilizar la participación de las distintas área de Gobierno de la Provincia de Buenos Aires y los Municipios involucrados, en la gestión de la zona costera. En la misma se remarca que tanto la Franja Costera Fluvial y Marítima ha sido modificada por numerosos factores naturales, pero fundamentalmente por las actividades humanas y que el  proceso de ocupación de la zona costera evidencia un ritmo creciente y sostenido en las últimas décadas. Se avanza sobre una temática relevante al plantear que el escenario descrito se desarrolla en medio de cambios ambientales globales que afectarán fundamentalmente las zonas costeras del planeta, y plantea la necesidad de abordar una planificación ambiental estratégica, no solo ya contemplando los cambios actuales, sino previendo las implicancias del cambio climático en las próximas décadas. 

Si bien el litoral bonaerense es enfocado como una unidad, en lo que respecta a su visión, legislación entre otros, en vistas a su planificación y abordaje de problemáticas regionales que conjuguen una serie de criterios, características y procesos comunes, la propuesta es considerar 5 zonas o regiones a lo largo de los 1500 km de costas. Cada una de ellas han sido caracterizadas por tipos de aguas, influencias de mareas, organismos, geomorfología y amenazas. Estas regiones permiten ajustar el Plan de Manejo Provincial, considerando las actividades específicas prioritarias para cada una ellas y con una fuerte participación de los gobiernos locales y la sociedad misma. Zona Norte Fluvial: constituye el límite Provincial con la provincia de Entre Ríos. Zona Río de La Plata, Zona Estuarial: abarca el humedal costero de Bahía Samborombón, Zona Marítima: frente al océano Atlántico y Zona Sur: es la región con influencia del estuario de bahía Blanca y de la Patagonia, 

Por ello, resulta necesario que la nueva ley posea como objetivos,  los siguientes: promover el desarrollo racional y sustentable de los recursos costeros; preservar y proteger la productividad y diversidad biológica de los ecosistemas costeros, evitando  la destrucción de hábitats, contaminación y sobre explotación del suelo; elaborar una estrategia de desarrollo de la zona costera como un sistema ambiental integrado, debiendo tomar en consideración las interrelaciones entre los ecosistemas de las cuencas de drenaje, las lagunas costeras, sistemas de ríos y estuarios, y el océano  adyacente. Utilizar la mejor tecnología disponible para la investigación y el desarrollo de obras y actividades, contribuyendo a una utilización responsable y sostenible de los recursos existentes en la zona; las obras que se permitan realizar en la zona, deberán cumplir con un procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental, previo dictamen de la Autoridad de aplicación de la presente; asegurar  el acceso público y gratuito al mar o curso de agua. En tramos de playa y con acceso de tráfico rodado, se preverán reservas de suelo para aparcamientos de vehículos en cuantía suficiente para garantizar el estacionamiento fuera de la zona de acceso público y gratuito a la zona costera; proteger los recursos naturales, y en especial el recurso pesquero, tendiendo a lograr la sustentabilidad  a los fines de evitar la pesca destructiva; determinar a pedido del sector publico y/o privado la línea de ribera y poner en marcha un sistema de monitoreo permanente; implementar un sistema de observaciones costeras tendientes a estimar la dinámica costera en particular las tasas de erosión o cambios en la zona costera.


La  integración multisectorial a partir de la sanción de la ley debe ocurrir básicamente en cuatro dimensiones:

1) Intersectorial: entre los sectores actuantes en la costa y el océano, y aquellos que actúan en la tierra y afectan la costa y el océano.

2) Intergubernamental: Entre los diferentes  niveles del gobierno.-

3) Espacial: entre las actividades desarrolladas en la tierra o en el océano y que afectan a la faja costera.-

4) Científica: En el fortalecimiento de la información científica pertinente al manejo  ambiental integrado las ciencias naturales y las ciencias sociales. Está claro que el manejo de ecosistemas complejos sujetos a fuertes presiones humanas no puede darse en ausencia de la ciencia.

 
Y en definitiva el manejo integrado de la zona costera tendrá tres objetivos principales:

1) Reforzar la gestión integrada a través de promover la educación, el entrenamiento, legislación y formación de personal.-

2) Preservar y proteger la productividad y biodiversidad ecológica de los ecosistemas costeros, evitando la destrucción de hábitats, contaminación y sobre explotación.-

3) Promover el desarrollo racional y sustentable de los recursos costeros.   


Como Autoridad de Aplicación del presente proyecto de ley, se creará la Unidad de Coordinación de Manejo Costero Integrado de la Provincia de Buenos Aires (COMACI),  la cual ejercerá el poder de policía en el área pudiendo a través de su Director Ejecutivo,  en todo momento intervenir en procedimientos de evaluación de impacto ambiental, fiscalización, imposición de sanciones e intervención en procedimientos de adjudicación y permisos e obras, a los fines de exigir la realización de Estudios de Impacto Ambiental.

 
Por los fundamentos expuestos, solicito de los señores legisladores, acompañen con su voto la aprobación del presente proyecto.

� Art. 26:”La Navegación de los ríos interiores de la nación es libre para todas las banderas, con sujeción únicamente a los reglamentos que dicte la autoridad nacional”.


Art. 75, inc. 10) “Corresponde al Congreso (de la Nación):... Reglamentar la libre navegación de los ríos interiores, habilitar los puertos que considere convenientes, y crear o suprimir aduanas”.


Art. 126:”.... Las provincias no ejercen el poder delegado a la nación, No pueden...expedir leyes  sobre...navegación interior y exterior.....”


� Esta sentencia fue específica sobre la jurisdicción de la costa del Río de la Plata en la Provincia de Buenos Aires.  Roca Magdalena C/provincia de Buenos Aires S/Inconstitucionalidad. CS. R-13.XX-VIII-O.ED, T.164, pág.725 (16/05/1995)


� Art. 2340 y 2342 del Cód. Civil:


� Art. 953 del Cod Civ. En cuanto a la inalienabilidad que: “El objeto de los actos jurídicos deben ser cosas que estén en el comercio”. Y el art. 2336: “están en el comercio todas las cosas cuya enajenación  no fuere expresamente prohibida o dependiente de una autorización pública”. Según el Dr.  Roberto Dromi en su libro Derecho Administrativo, Ed. Ciudad Argentina, 1996, pág 552, Que los bienes de dominio público sean inalienables no significa que estén absoluta y totalmente fuera del comercio jurídico, por ejemplo pueden objeto de derechos especiales de uso (concesión para la prestación de un servicio público, etc.), otorgados o adquiridos mediante formas reconocidas en derecho administrativo; pueden igualmente ser expropiados. En principio sólo es incompatible el comercio jurídico de derecho privado. También excepcionalmente pueden ser objeto de negocios jurídicos de derecho privado, por ejemplo pueden ser gravados por servidumbres y otras cargas reales civiles, siempre que resulten compatibles con el destino que determino la afectación de la cosa dominial. 


El artículo 2400 del Código Civil  define imprescriptible: “Todas las cosas que están en el comercio son susceptibles de posesión. Los bienes que no fueren cosas, no son susceptibles de posesión” y el art. 3952 completa dicha definición: “Pueden prescribirse todas las cosas cuyo dominio o posesión puedan ser objeto de una adquisición”.


� No pueden ser objeto de ejecución judicial.


� .- Organización Hidrográfica Internacional. “Manual sobre Aspectos Técnicos de la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, 1982.” Publicación Especial No. 51. Mónaco, 1996. Páginas 20 y 81. 


� .- .- República Argentina – República Oriental del Uruguay. “Declaración Conjunta Argentino – Uruguaya sobre el Límite Exterior del Río de la Plata.” 31 de enero de 1961. Tratado del Río de la Plata y su Frente Marítimo. Artículo 1.


� .- Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar. Artículo 7.


� .- Tratado del Río de la Plata y su Frente Marítimo. Artículo 1


� .- Tratado del Río de la Plata y su Frente Marítimo. Artículo 2. 


� .- Tratado del Río de la Plata y su Frente Marítimo. Artículo 73.


� .- Tratado del Río de la Plata y su Frente Marítimo, artículo 41. Idem. “Texto de la Nota Reversal Relativa a Trazado de Cartas Marinas”. 15 de julio de 1974 (referente al Frente Marítimo). Comisión Técnica Mixta del Frente Marítimo. Carta “Zona Común de Pesca Argentino – Uruguaya. Límite Lateral Marítimo. Tratado del Río de la Plata y su Frente Marítimo”. Comisión Administradora del Río de la Plata.  Carta “Tratado del Río de la Plata y su Frente Marítimo. Carta del Río de la Plata y su Frente Marítimo. Carta del Río de la Plata con las Trazas de Límites”.


� .- Tratado del Río de la Plata y su Frente Marítimo. Artículo 2. 


“Se establece una franja de jurisdicción exclusiva adyacente a las costas de cada Parte en el Río. Esta franja costera tiene una anchura de siete millas marinas entre el límite exterior del Río y la línea recta imaginaria que une Colonia (República Oriental del Uruguay) con Punta Lara (República Argentina) y desde esta última línea hasta el paralelo de Punta Gorda tiene una anchura de dos millas marinas. Sin embargo, sus límites exteriores harán las inflexiones necesarias para que no sobrepasen los veriles de los canales en las aguas de uso común y para que queden incluidos los canales de acceso a los puertos.


“Tales límites no se aproximarán a menos de quinientos metros de los veriles de los canales situados en las aguas de uso común ni se alejarán más de quinientos metros de los veriles y la boca de los canales de acceso a los puertos.


� .- Tratado del Río de la Plata y su Frente Marítimo. Artículo 47.


� . –Posee un anexo con definiciones en el cual incluye expresamente cuando define derrame, actividades contaminantes que se realicen desde terminales portuarias.


� .- El Tratado recoge el concepto de sistema bioecológico en su  artículo 82.c.


� .- Tratado del Río de la Plata y su Frente Marítimo. Artículo 47.


� .- Diferentes artículos del Tratado sobre protección del medio ambiente utilizan el término agua. Las Partes “se obligan a no disminuir en sus respectivos ordenamientos jurídicos las exigencias técnicas en vigor para prevenir la contaminación de las aguas” (artículo 49). La Comisión Administradora del Río de la Plata, tiene el cometido de “promover la realización conjunta de estudios e investigaciones de carácter científico” se refiere a los efectos nocivos que puedan derivar del “uso, exploración y explotación de las aguas del Río” (artículo 66.a.). 


En cambio, la Comisión Técnica Mixta del Frente Marítimo, tiene como objetivo contribuir a la “eliminación de la contaminación y otros efectos nocivos que puedan derivar del uso, exploración y explotación del medio marino” (artículo 82.b.)


El Tratado utiliza la expresión “aguas de uso común” en varias oportunidades, incluyendo los artículos 2, 6, 9, 10, 11, 14, 38, 39, 56 y 58.


� .- Diccionario de la Real Academia. Voces proteger y preservar.


� .- Tratado del Río de la Plata y su Frente Marítimo. Artículo 48.


� .-  Tratado del Río de la Plata y su Frente Marítimo. Artículo 48. Este texto recuerda el artículo 213 de la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, que estipula que los Estados “dictarán leyes y reglamentos y tomarán otras medidas necesarias para poner en práctica las reglas y estándares internacionales aplicables establecidos por conducto de las organizaciones internacionales competentes o de una conferencia diplomática para prevenir, reducir y controlar la contaminación del medio marino procedente de fuentes terrestres.”


El artículo 48 del Tratado es una norma “abierta” en dos respectos. Primero, porque refiere expresamente a los Gobiernos a elementos de juicio externos al Tratado (“los convenios internacionales aplicables” y las “pautas y recomendaciones de los organismos técnicos internacionales”); y, segundo, porque no limita esa referencia en el tiempo. Como resultado lo que corresponde es tener presentes los convenios, pautas y recomendaciones existentes en el momento de aplicación del artículo 48 del Tratado al caso concreto. Esta solución es la reconocida por la jurisprudencia de la Corte Internacional de Justicia en materia ambiental (CIJ. Asunto del proyecto de Gabcikovo-Nagymaros. Decisión de la Corte, parágrafo 140). 


� .- Tratado del Río de la Plata y su Frente Marítimo. Artículo 49.


� .- Tratado del Río de la Plata y su Frente Marítimo. Artículo 50.


� .- Tratado del Río de la Plata y su Frente Marítimo. Artículo 51.


� .- Tratado del Río de la Plata y su Frente Marítimo. Artículo 52.


� Art. 18 y concordantes. El Código de Aguas aún no se encuentra en su totalidad reglamentado.


� Publicada en el Boletín Oficial de la Provincia el 4 de diciembre del año 2003.


� Antes de sancionarse el Código de Aguas, se sancionó en la Provincia la Ley 11.964, la que nunca fue reglamentada y que a pesar que el Código de Aguas no lo indica expresamente se encuentra derogada ya que regula materias que el código ha regulado. A pesar de lo antes dicho comentamos por el hecho de que  establece la obligación de establecimiento de zonas de riesgo exigiéndose la realización de evaluaciones de impacto ambiental de las obras y trabajos a realizarse en estas zonas. Entre las zonas de riesgo  se incluye la definición y demarcación de líneas de riberas y zonas de servicios  en su Título II,  las que podían realizarse de oficio, a petición de parte interesada; por parte interesada con aprobación posterior de la autoridad de aplicación; o por decisión o sentencia  judicial. En todos los casos con la suficiente notificación a todos los interesados.


	  En su título III regula la definición y demarcación de líneas limítrofes de vías de evacuación de inundaciones y de áreas inundables o zonas de riesgo y confección de mapas de zonas de riesgo.





� En este caso específico el Código de aguas determina que hasta que el poder Ejecutivo no  disponga otra cosa en virtud de las competencias que el mismo Código de Aguas en su artículo segundo le encomienda, seguirá rigiendo la Ley 6.253 de Desagues Naturales. 


� Por Resolución de la  Ex Secretaría de Política Ambiental de la Provincia de Buenos Aires, hoy Organismo Provincial de Desarrollo Sustentable número 538/1999, se  dictó un procedimiento técnico de Evaluación de Impacto Ambiental con Estudios de Impacto Ambiental tipo,  para las actividades que la ley 11723 establece que resulta  de competencia Municipal la realización de la Evaluación de Impacto Ambiental. Dicha Resolución puede voluntariamente ser tomada por los Municipios para la realización de las Evaluaciones de Impacto Ambiental de las actividades de su competencia.


� Por esta Ley se establece que en los Partidos de Mar Chiquita, General Pueyrredón y General Alvarado, la extracción de arena solo podrá ser realizada por entidades públicas  estatales con le permiso de la Autoridad Minera de la Provincia.


� Publicada en Boletín Oficial de la Nación el 28 de noviembre del año 2002.
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